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1. La puesta en marcha del nuevo sistema federal, de tipo acusatorio /adversarial ha 
sido lenta, traumática y sujeta a un tira y afloja de intereses no siempre 
transparentes, carente de un plan y, menos aún, de una justificación de las 
decisiones adoptadas en el marco de una implementación progresiva. De ese modo, 
se hace difícil analizar el proceso de implementación porque no ha respondido a un 
plan que pueda ser analizado en su eficiencia o eficacia. Ha sido, antes bien, una 
continuación de la sorda e irracional resistencia de los operadores judiciales que 
sólo parcial y lentamente se movilizan cuando se trata de mejorar las instituciones. 
No obstante, podemos realizar algunas reflexiones sobre lo que se encuentra en 
juego en todo proceso de implementación.1  
 

2. El principal tema de análisis en la gran mayoría de los foros y seminarios 
que se han dedicado al tema de la reforma de la justicia penal, 
sistemáticamente ignoradas por nuestras autoridades, tiene relación con la 
implementación: ¿cómo, con qué instrumentos, bajo que etapas, con qué 
metodología podemos poner en marcha de un modo adecuado y con el 
menor trauma posible el sistema adversarial que hemos diseñado en los 
cambios legislativos?  Esta pregunta se desgrana en un multiplicidad de 
inquietudes y muchos otros interrogantes, todos vinculados a la puesta en 
marcha de los nuevos sistemas, en especial en las condiciones sociales y 
políticas adversas tan comunes en nuestra región. Sin duda ello responde al 
particular momento del desarrollo de la reforma de la justicia penal en 
América Latina, pero también se relaciona con el mayor nivel de 
incertidumbre que existe en este campo luego de las experiencias 
acumuladas en los procesos de implementación ya realizados o en marcha, 
pero en todo caso plagados de problemas y dificultades y siempre 
sometidos a esa tendencia que hemos denominado “reconfiguración 
inquisitorial” de los sistemas acusatorios. 
 

 

                                         
1 A este tema le he dedicado varios trabajos anteriores, que se pueden ver en los libros, tales como “Ideas y 
Materiales para la reforma de la justicia penal (2002); “De las Repúblicas Aéreas al Estado de Derecho (2004) y 
“La implementación de la justicial penal adversarial (2012), todos en la Editorial Ad. Hoc. Este informe es un 
resumen de todas las ideas expresadas en esos libros, que están a disposición del lector.  



 
3. En cierta medida ese nivel de incertidumbre es mayor que el que existe 

respecto del diseño del nuevo modelo. Por ejemplo, ya no se duda acerca 
de que el juzgamiento debe ser realizado a través de un juicio oral y 
público, que los jueces deben ser imparciales en todas las etapas y no deben 
suplir la actividad de los acusadores, que los fiscales deben organizarse de 
un modo diferente y trabajar en colaboración con la policía o que el 
imputado debe tener amplias posibilidades de defensa y contar desde los 
primeros momentos con un defensor calificado. Esto “solo en cierta medida” 
porque también existen muchas dudas y debates pendientes acerca de las 
consecuencias de esas ideas principales que perturban –y no en poco 
grado- la puesta en marcha de los nuevos sistemas. Por ejemplo, se acepta 
la idea del juicio oral y público, pero luego se lo estructura de un modo 
deficiente, con fuertes componentes de escriturismo o de activismo judicial; 
o se acepta el papel activo de los acusadores, pero luego se permite que los 
fiscales actúen como los viejos jueces de instrucción y no como una parte 
dentro del proceso; o se reconoce la amplitud del derecho de defensa, pero 
no se lo provee de los recursos necesarios para que esa defensa sea efectiva. 
Esta deficiente comprensión de la forma y estructura de los sistemas 
adversariales –pese a que se trata de sistemas sencillos cuyas raíces ya tienen 
milenios y su forma se puede hallar en las mas diversas culturas o 
civilizaciones- es también uno de los condicionantes de la puesta en marcha 
de los nuevos sistemas. Por tal razón no se puede sostener que 
“implementar” el nuevo sistema sea poner en marcha algo sobre lo cual se 
tiene completa claridad. All contrario podemos afirmar que en la medida 
que los nuevos sistemas van comenzando a funcionar muchos operadores 
judiciales recién allí, en ese momento, comprenden “de que se trata 
verdaderamente” y por lo tanto recién allí terminan de conformar su adhesión 
o rechazo al nuevo sistema. 
 

4. Reflexionar sobre cómo actuar en este nuevo escenario de la 
implementación es una de las tareas más urgentes que deben realizar 
quienes participan del proceso de reforma de la justicia penal. Es necesario, 
además, abandonar un entusiasmo ingenuo o un pesimismo trivial que 
habla de éxitos o fracasos con mucha liviandad –cuando se trata de 
procesos que llevan tan poco tiempo de desarrollo, por el esfuerzo 
intelectual que nos permite realizar un análisis más complejo de los 
procesos de cambio, realizados desde un pensamiento complejo, que toma 
nota que la puesta en marcha del modelo constitucional de proceso penal, 
es el único horizonte posible de desarrollo institucional en nuestro país, tal 



como lo ha reconocido la Corte Suprema, en especial en los Fallos Casal o 
Canales.  
 

 

 
5. En general cuando pensamos en la implementación solemos pensar en algo 

nuevo, que hay que construir desde sus bases, y no le hemos prestado 
suficiente atención a lo que hay que destruir o dejar atrás. Uno de los 
errores que hemos cometido en los procesos de implementación ha sido –
obviamente dicho de un modo simplificado- creer que se trataba de 
establecer nuevas instituciones y nuevas normas de actuación en una 
“tabula rasa”, sobre un espacio social vacío. De más está decir que esta 
visión rara vez se ha hecho explícita, pero subyace a la gran mayoría de las 
planificaciones o de las actividades que se han llevado a cabo para la 
implementación. La debilidad del conocimiento empírico sobre los viejos 
sistemas y la necesidad de insistir en ideas tan elementales (como el 
enjuiciamiento público, por ejemplo) ha llevado a descuidar el 
conocimiento de las prácticas del sistema anterior, consolidadas a veces por 
siglos de repetición e, incluso, ellas mismas muy distantes de lo que los 
anteriores códigos señalaban. 
 

6. De este modo se debilitó un principio básico para el trabajo de la puesta en 
marcha: toda nueva práctica (que surge de una norma de actuación de la nueva 
legislación) debe desplazar a una vieja práctica (acorde o contraria a la vieja legislación) y 
debe contar con la suficiente fuerza para hacerlo.  Como se puede apreciar en la 
frase anterior existen tres problemas distintos. Uno, la determinación de las 
nuevas prácticas que surgen del nuevo sistema. Dos, la determinación de las viejas 
prácticas que deberán ser desplazadas. Tres, la lucha entre prácticas y la 
determinación de los escenarios e instrumentos necesarios para que las nuevas prácticas 
desplacen a las antiguas.  
 

 

 
7. El primer problema también tiene varias facetas. En primer lugar, se debe 

tener la capacidad de comprender al nuevo sistema como un conjunto de 
prácticas muy concretas. Esto no siempre ha sido fácil por el alto nivel de 
conceptualismo del derecho procesal penal, por el tipo de discusión política 
que ha sido necesario llevar adelante y por la resistencia del sector 
profesional vinculado al derecho en comprender ideas tan simples y 
sencillas como las que nutren al sistema adversarial. Lo cierto es que, por 
una razón u otra, con mayor o menor justificación, nos ha costado o no ha 



sido posible trasmitir con claridad la idea de la reforma de la justicia penal 
como un conjunto de prácticas cotidianas en las cuales se jugaba la 
diferencia con el anterior sistema.  Por otra parte, los mismos textos legales, 
ya sea por el desarrollo de la propia técnica legislativa o por las 
transacciones políticas que son inherentes a todo proceso legislativo (no 
debe olvidarse que los códigos no son productos académicos o teóricos) 
suelen ser ambiguos o pocos claros en aspectos esenciales y se vuelve 
dificultoso definir con claridad las nuevas prácticas ordenadas. Mucho más 
aún cuando los métodos de interpretación, al enseñarnos a discernir el 
sentido de las normas, se ocupan bastante poco de la determinación 
concreta de las prácticas que establecen esas normas. Vemos, pues que la 
conjunción de todas estas facetas ha provocado que no esté claro el sentido 
de la reforma en su dimensión praxeológica. 
 

8. El segundo problema también tiene diversas dimensiones. En primer lugar, 
nuestro conocimiento de las prácticas del anterior sistema siempre ha sido 
deficiente. Ello por dos razones principales: una, la falta de información 
(las estadísticas judiciales nunca han sido una fuente confiable sobre lo que 
realmente sucede en los tribunales) y más aún falta de análisis e investigación 
sobre esa información, aun cuando fuera deficiente. Si observamos el 
trabajo de los especialistas o la actividad de institutos o universidades de las 
últimas décadas, veremos con claridad la poca atención que se le ha 
prestado al funcionamiento real de los sistemas judiciales. Incluso la 
criminología latinoamericana ha estado en los últimos tiempos más 
preocupada por sus problemas epistemológicos que por las investigaciones 
empíricas sobre el funcionamiento del sistema penal (sólo en los últimos 
años ha comenzado a variar esta tendencia, pero todavía mucho más 
vinculada a los problemas de seguridad urbana que a los temas de la justicia 
penal). En segundo lugar, las mismas prácticas de los viejos sistemas suelen 
estar muy alejadas de lo que los textos legales dicen, de tal manera que el 
debate suele transcurrir con una cuota importante de irrealidad, favorecida 
por la tendencia a dotar de existencia real a los preceptos normativos 
(falacia idealista) tan común en el pensamiento o la ideología de los 
abogados.  
 

9. La dificultad en diseñar nuevas prácticas y el escaso conocimiento de las 
anteriores ha llevado a que muchas veces (o en muchas áreas) la lucha entre 
prácticas se haya convertido, en realidad, en una lucha contra fantasmas o 
en debate de ideas que poco orientan a quienes tienen que organizar su 
trabajo cotidianamente. Por tal razón, la primera tarea de todo proceso de 
implementación es precisamente esa: lograr que la lucha de prácticas ocurra 



realmente, que se constituya ese enfrentamiento sin el cual no se produce el proceso de 
puesta en marcha. Esto genera un indicador de la buena marcha de la 
implementación difícil de digerir en las instituciones: el grado de conflictividad 
que no debe ser visto como un déficit de la implementación sino como un 
signo de avance y profundidad. Pero como se suele percibir esa 
conflictividad como un signo negativo o de fracaso de la reforma, no sólo 
no se la estimula, sino que muchas veces se hace todo lo posible para que 
no exista y con ello se debilita el proceso de puesta en marcha. Un 
determinado nivel de conflictividad (que se compone de diversas variables) 
es inherente al proceso de implementación y debe ser alentado. Nadie toca 
“tierra” en el proceso de implementación de un modo pacífico y con 
adhesión unánime.  
 

10. Así llegamos al tercero de los problemas. Este a su vez se divide en dos 
dimensiones: los escenarios de esa lucha y los instrumentos para que las 
nuevas prácticas se impongan a las viejas. Existen tres escenarios básicos, 
todos ellos problemáticos y entrelazados entre sí. El primero es el de las 
propias instituciones, el segundo es el espacio de la interacción entre esas 
instituciones y el tercero es el espacio público en el que participan otros 
actores, tales como la prensa o la opinión pública en general. Cada uno de 
estos escenarios condiciona al otro en combinaciones difíciles de 
modelizar. El escenario “interno” de las organizaciones es, hoy por hoy, el 
mayor sostén de las viejas prácticas y el más difícil de modificar; el 
escenario público es volátil y exigente (con justificada razón) ya que carga 
con décadas de frustraciones provocadas por la ineficacia del sistema 
judicial. El escenario de la interacción se vuelve esquivo, porque las 
organizaciones judiciales tienden a evitar la confrontación y la competencia 
para cobijarse en el ambiente seguro de la “familia judicial”. Sin embargo, 
no debemos considerar a estos escenarios como algo dado sino como algo 
construido y que por lo tanto se puede desestructurar y volver a construir. 
Buena parte del problema de la implementación consiste en la 
desestructuración de estos escenarios internos y del diálogo con el 
escenario público, de tal manera que la puesta en marcha pueda desplegarse 
en el tiempo sin exigencias que no puede satisfacer en el plazo inmediato. 
 

11. Finalmente llegamos a los instrumentos para que las viejas prácticas sean 
desplazadas. No se debe confundir esta dimensión con la única dimensión 
o el único problema del proceso de implementación. Sin embargo, es 
también una dimensión en la que contamos con poco conocimiento y 
experiencia. En primer lugar, necesitamos construir instrumentos de 
comprensión. Estos instrumentos deben tener la capacidad de mostrarnos el 



funcionamiento real del sistema de un modo que interpele, que genere 
molestias. Esa debe ser su virtud. No alcanza con describir males 
estructurales del funcionamiento de la justicia o señalar problemas tan 
generales que son imposibles de revertir en el corto plazo. Los nuevos 
instrumentos de comprensión deben estar al servicio de la lucha de 
prácticas y no de la pura descripción del sistema.  En segundo lugar, 
debemos construir instrumentos de gestión de conflictividad propia del proceso de 
implementación, ya que, como hemos dicho, esa conflictividad es inherente al 
cambio. Esa conflictividad podrá necesitar de liderazgo, contención, 
participación, coordinación o supervisión y posiblemente de todos ellos al 
mismo tiempo en fórmulas cambiantes y debemos tener la capacidad de 
adaptar instrumentos que se usan en otras áreas (los sistemas judiciales no 
son los únicos que cambian y debemos superar el mito de la especificidad), así 
como los estudios que las teorías de la organización o las disciplinas de la 
administración han elaborado. En tercer lugar, debemos construir 
instrumentos de innovación. Desde hace años venimos sosteniendo que nos 
enfrentamos a un fuerte problema cultural pero no hemos todavía 
estudiado como enfrentar ese problema cultural. La innovación siempre se 
da en contextos culturales, sean sociales, empresariales o grupales. Si no 
logramos superar el reduccionismo que ha llevado a considerar que la 
capacitación (y un determinado tipo de enseñanza solamente) es el único 
recurso de generación y trasmisión de innovaciones estaremos muy 
limitados a la hora de enfrentar a las viejas prácticas. Finalmente debemos 
construir nuevos instrumentos de evaluación que superen el simple conteo de 
causas o la queja emocional sobre el mal funcionamiento de la justicia.  
 

12. La reforma de la justicia penal federal ya está lanzada como proceso, con 
las debilidades y problemas que hemos señalado. Hoy estamos 
comenzando a transitar con mayor velocidad sólo su primer etapa y ello 
significa que recién aparecerán los problemas. Queda por delante mucho 
trabajo, mucho esfuerzo, muchos debates y tareas concretas. Por eso 
mismo, las dificultades nos deben convocar. Los valores que están en 
juego, la necesidad urgente de superar el estancamiento enfermizo de 
nuestra justifica federal, la imperiosa necesidad de contar con una justicia 
fuerte, al servicio del imperio de la ley y el sufrimiento cotidiano que 
produce la sociedad de privilegios y el abuso de poder son estímulos 
suficientes para todos los que queremos vivir en una democracia con 
libertad, con dignidad y con justicia. 

      
      


